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Corresponde a esta Corporación definir la competencia para pronunciarse sobre la petición de libertad que ha presentado la defensora del señor JAIRO DE JESÚS USMA HERRERA, al considerar que el mencionado ha estado privado de la libertad por más de sesenta (60) días después de formulada la imputación. Tal solicitud, se elevó dentro del proceso que actualmente se le adelanta por la conducta punible de actos sexuales con menor de catorce años, del cual conoce el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.). 
1.- ANTECEDENTES

El señor USMA HERRERA enfrenta los cargos que le fueran endilgados en escrito de acusación por parte de la Fiscalía 23 Seccional de Belén de Umbría (Rda.), y conoce de la actuación el Juzgado Promiscuo del Circuito de esa localidad, dentro de la cual ya se celebró la audiencia de formulación de acusación y estaba pendiente la realización de la audiencia preparatoria, para el momento en que la solicitud de libertad del acusado arribó a tal despacho.
Frente a la petición, el juzgado del conocimiento adujo no ser competente para pronunciarse al respecto, debido a que era una situación que debía ser resuelta por el Juez de Control de Garantías, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 153 y 318 del C.P.P.

Por su parte, el Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.), donde fue enviado el memorial, manifestó que si bien era cierto que tal despacho había fungido como controlador de garantías dentro de la actuación, no lo era menos que una vez producida la formulación de acusación, la competencia de todo lo relacionado con el detenido y el proceso, recaía en el Juzgado del conocimiento, no otro que el Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.), tal como había sido resuelto por esta Sala.

Agrega que el detenido se encuentra a disposición del Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría y por ello el conocimiento de la revocatoria de la medida de aseguramiento contemplada en el artículo 318 sólo era procedente mientras el detenido estuviera a disposición del Juez de Control de Garantías, porque proceder de otra manera sería interferir en la esfera de competencia del Juez de conocimiento, quien dirige el proceso. Por demás, al analizar las diferentes modalidades de las audiencias preliminares que se pueden tramitar, la de revocar la medida de aseguramiento después de haberse perdido la competencia no aparecía contemplada en el artículo 154 del C.P.P.
La señora funcionaria se apoyó en lo dispuesto en los artículos 54 y 286 procedimentales, que señalan que una vez detectada la incompetencia se le debería hacer saber a las partes y se remitiría el asunto inmediatamente al funcionario que debía definirla; con fundamento en ello, propuso “colisión negativa de competencia”, por lo cual envió las diligencias a esta Corporación.

2.- CONSIDERACIONES

A pesar de haberse dado el trámite pertinente al presente asunto, observa la Sala que se ha hecho referencia equivocada por parte de la señora Juez Promiscua Municipal de Apía (Rda.) a la figura de la “colisión negativa de competencias”, la cual, en criterio de esta Corporación, desapareció del marco legal que caracteriza el sistema penal recientemente entronizado entre nosotros. Así se concluyó en reciente decisión, con ponencia de quien igual función ahora cumple, donde se expresó: 

Debe decirse ab initio,  que tal como está diseñado el sistema penal basado en el principio acusatorio, una de cuyas características principales es la celeridad en el trámite procesal penal, hoy por hoy, podría decirse que ha desaparecido la figura de la colisión de competencias, de usanza en los modelos procesales preexistentes, bajo el entendido de ser un incidente generador de una mayor dilación en la resolución de los casos, habida consideración a que se requería trabar debidamente el conflicto (positivo o negativo), es decir, que cada funcionario debía expresar previa y motivadamente, las razones para querer o no querer separarse del conocimiento de un determinado asunto judicial.
Si nos detenemos en el análisis de las normas de la Ley 906 de 2004 que se refieren a la competencia de las diversas autoridades judiciales, se observa que una vez detectada la situación que genera la incompetencia, ya sea decretada por el funcionario motu proprio o a instancia de las partes, el respectivo expediente se remite de manera directa al funcionario (superior jerárquico) quien debe definir de una vez, a qué despacho le corresponde continuar su trámite. No otro entendimiento se le puede dar al contenido de los artículos 54, 55 y 341 de la referida codificación.
En criterio de la Sala, el señalamiento de esa manera de proceder, busca la supresión de trámites que de otra manera harían que las decisiones judiciales sufrieran una dilación, peculiaridad íntimamente relacionada con el principio de celeridad que gobierna el actual sistema, como se mencionara antes. 

Aclarado lo anterior, debe precisarse también, que el contenido de las normas que fijan la competencia de las Salas Penales de los Tribunales y de los Juzgados Penales del Circuito, son consecuentes con el planteamiento que aquí se hace. Para nuestro caso, el artículo 34.5 ibídem incluye como asunto del conocimiento de este cuerpo colegiado: la definición de competencia de los jueces del circuito del mismo distrito, o municipales de diferentes circuitos. Como se aprecia, esta figura suple el incidente de colisión de competencia, pues ya no se hace alusión al conflicto entre autoridades judiciales del que nos hablaba el artículo 76.5 de la Ley 600 de 2000, sino, a la definición de competencias de funcionarios judiciales de inferior categoría.

Superada esta necesaria aclaración, emprende la Sala el estudio de las posiciones encontradas en el presente trámite, en aras de asignar la competencia para el proferimiento de la decisión que se reclama de la judicatura, en especial, porque los dos juzgados con posiciones divergentes están ubicados en diferentes circuitos de este distrito judicial, motivo por el cual esta colegiatura entiende que es su obligación proceder en tal dirección, como órgano encargado de definir la competencia de cara a la calidad de los juzgados aquí involucrados y de conformidad con la facultad legal otorgada (artículo 34.5 Ley 906 de 2004).

En ese orden de ideas, y ya dentro del meollo del asunto a dilucidar, debe mencionarse que a la hora de ahora, en lo que se refiere con el nuevo sistema procesal penal, deben abandonarse posturas previas válidamente aplicables en otras ritualidades, habida cuenta de los trascendentales cambios que se han introducido en la manera de Administrar Justicia. Uno de ellos, consiste precisamente en que ya no es posible hacer una demarcación exacta en cuanto al momento en que determinado funcionario –en nuestro caso, el Juez de Control de Garantías- se considera apartado de manera definitiva del trámite procesal. Importante recordar que pueden ser plurales los Jueces de Control que actúen dentro de determinado asunto, pues no se designa uno específico para cada proceso, como sí ocurre en tratándose del Juez de conocimiento.
A primera vista, tal y como lo sostiene la señora Juez llamada a actuar en ejercicio de la función de control de garantías, podría pensarse que una vez presentado el escrito de acusación y celebrada la correspondiente audiencia de formulación de acusación,  con lo cual se asume la competencia definitiva para adelantar la actuación y emitir el fallo que corresponda, es el funcionario de conocimiento quien debe encargarse de todo lo concerniente con el proceso y sus intervinientes. No obstante, una afirmación en ese sentido no es concluyente, toda vez que, todavía subsisten aspectos que deben ser ventilados ante un Juez de Control de Garantías, tal como acontece, por ejemplo, con la legalización de las capturas de personas privadas de su libertad durante el período del juicio, según se desprende del parágrafo del artículo 298 de la Ley 906 de 2004, que señala claramente que quien fuera así aprehendido no se deja a disposición del juez del conocimiento, sino del Juez de Control de Garantías; igual acontece con las peticiones de revocatoria de medidas de aseguramiento durante la causa, sobre lo cual no es el Juez del conocimiento el llamado a un pronunciamiento sino al Juez de Garantías que se asigne.
Situación similar es la que aquí se presenta, habida consideración a que tal como está dispuesto el sistema, la normatividad procedimental penal ha buscado que el juez del conocimiento se concentre únicamente en los aspectos trascendentales del debate del juicio oral, mientras otras materias accesorias o paralelas deben ser resueltas por el Juez de Control. Así se dice, porque revisados los precisos asuntos que deben ventilarse en las audiencias propias de la etapa de juzgamiento, no aparece en parte alguna lo relacionado con las peticiones de libertad de los acusados. Sale al paso entonces, lo consignado en el artículo 153, en cuanto los asuntos allí no incluidos deben resolverse en audiencia preliminar ante el juez de control de garantías
, como acertadamente lo dedujo el señor Juez Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.).
De todas formas, es preciso dejar consignado que el Juez del conocimiento no está del todo exento de alguna determinación directa sobre el tema específico de la libertad, pero ello acontece única y exclusivamente cuando se encuentra involucrada de manera inescindible con una decisión de fondo por él adoptada. Nos referimos, por caso, a las libertades derivadas del fallo absolutorio (arts. 449, 450 en armonía con los arts. 317 y 451), o las que se adoptan con posterioridad al fallo de condena mientras esté en curso el recurso extraordinario de casación (art.190), o las que se llegaren a derivar necesariamente de una nulidad por él decretada.
En ese orden de ideas, resulta palmario que lo atinente con la libertad por vencimiento de términos, que es la causal invocada en nuestro caso, debe ser definida por el Juez de Garantías como un aspecto accesorio al trámite principal que concierne al Juez de conocimiento. En consecuencia, la Sala definirá la competencia -que no conflicto de competencia- mediante la asignación para su estudio y proferimiento en cabeza del Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.), despacho donde será remitida la actuación sin más dilaciones.

3.- DECISION

El Tribunal Superior del Distrito Judicial, en Sala de Decisión Penal, DEFINE LA COMPETENCIA en el presente asunto, mediante la ASIGNACIÓN para el pronunciamiento sobre la libertad pedida, al Juzgado Promiscuo Municipal de Apía (Rda.). Remítanse de inmediato las diligencias a tal despacho, para lo que corresponde a su cargo. 
CÓPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         ALBERTO POVEDA PERDOMO
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CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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� Auto del 11-08-2006, Rad. 666823104001-2006-00120-00.





� A similar conclusión arribó la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, según se aprecia en el auto del 30-01-2006, Radicado 110016000019-2005-01223-04, M.P. Fernando Adolfo Pareja Reinemer.
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